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GT Especial de Reflexión sobre el Funcionamiento de la CIDH
para el Fortalecimiento del SIDH

Tema: Desafíos y Objetivos de Mediano y Largo Plazo de la CIDH

A la luz de la intervención de la delegación de Brasil formulada el 12 de septiembre pasado, se presentan a continuación algunos puntos destacados en esa oportunidad.

Brasil considera que la CIDH puede y debe contribuir positivamente para que los Estados cumplan compromisos voluntariamente aceptados en el ámbito del Sistema Interamericano de Derechos Humanos. Además, el trabajo de la CIDH es pertinente, no solo para asegurar el respeto de los derechos humanos en el orden interno y en la región sino también para incentivar el incremento de la cooperación para la paz y el desarrollo hemisférico.

Para que la CIDH continúe ejerciendo esta influencia positiva, Brasil reconoce cuatro desafíos fundamentales:

I.
EQUILIBRIO ENTRE LAS ACTIVIDADES DE ANÁLISIS DE LAS PETICIONES INDIVIDUALES Y DE LA PROMOCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS

El primer desafío consiste en encontrar el equilibrio entre las actividades de la Comisión de análisis de las peticiones individuales y aquellas actividades de promoción de los derechos humanos, entendidas éstas como actividades relacionadas con la cooperación técnica, la difusión de buenas prácticas y la colaboración con los Estados para la identificación de las áreas prioritarias de actuación.

La Carta de la Organización de los Estados Americanos establece que promover el respeto y la defensa de los derechos humanos y servir como órgano consultivo de la Organización en esa materia, son las funciones principales de la CIDH. Lo mismo está dispuesto en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, así como en el Estatuto y Reglamento de la CIDH. Si bien fue creada para realizar funciones como las antes mencionadas, la CIDH pasó a ejercer también funciones “cuasi-jurisdiccionales”, que le fueron atribuidas por la Convención Americana sobre Derechos Humanos (CADH).

Además del redireccionamiento de las actividades de la CIDH, la ampliación de su ámbito de actuación también se debió al cambio del perfil de las denuncias que se le presentan. En un primer momento se destacaban las denuncias relacionadas con violaciones de derechos humanos cometidas por agentes públicos, como las restricciones a la libertad de expresión, de organización y de participación en la vida política, la coerción física, la tortura, las ejecuciones extrajudiciales y la desaparición forzada. Actualmente hay un gran número de temas que se refieren a la falta de políticas públicas efectivas para la protección de los derechos humanos, lo cual dificulta, por ejemplo, el acceso a la justicia y la garantía de la seguridad personal (amenazada por la violencia urbana, policial, en el campo y en el sistema penitenciario).

El aumento del énfasis que se le da al análisis de los méritos de las peticiones individuales y la ampliación de la esfera de incidencia de la temática del SIDH constituyen desafíos a la actuación eficaz de la CIDH, principalmente en lo que concierne a su función original de promover la observancia y la defensa de los derechos humanos.

Concretamente, es importante debatir sobre los medios para garantizar que el análisis de los casos individuales por parte de la CIDH no perjudique sus actividades en la esfera de asistencia técnica y de la creación de capacidades. Las soluciones podrían consistir en aportes con fines específicos para la promoción de los derechos humanos y el aumento de la estructura jurídico-administrativa de la Comisión.

II.
UN PAPEL MÁS ACTIVO EN PROCURA DE UNA SOLUCIÓN AMISTOSA

La CIDH debe jugar un papel más activo para incentivar este tipo de solución, ofreciendo directrices, actuando de una forma más afirmativa en un intento por encontrar una conciliación o, aún más, creando una unidad específica para ese fin. Una actuación más enfática por parte de la CIDH en procura de una solución amistosa podría promover soluciones más efectivas e incluyentes, le daría una mayor eficacia a la defensa de los derechos humanos y beneficiaría a todas las partes interesadas. Los casos recientes sobre Brasil en la Corte Interamericana, por ejemplo, lograron resultados muy prometedores mediante la aproximación entre el Estado y los peticionarios con la finalidad de encontrar medios para solucionar las situaciones de violación de los derechos humanos.

III.
FINANCIAMIENTO

Un tercer desafío consiste en la capacidad de financiamiento de la CIDH, lo cual resalta la importancia de la inclusión, en la agenda del Grupo de Trabajo sobre el “Fortalecimiento Financiero del Sistema Interamericano de Derechos Humanos”. Si bien el tema debe ser tratado en una reunión específica, a celebrarse el 11 de octubre, se deben señalar algunos aspectos relacionados con el financiamiento que se presentan como desafíos que deben ser superados, como la definición de las prioridades y la necesidad de examinar maneras para lograr una mayor previsión de los recursos destinados a la Comisión, incluido el financiamiento a mediano y largo plazo.  Se destaca también la importancia de examinar las formas de financiamiento que disminuyan la dependencia de la CIDH y del SIDH de los aportes extrarregionales.

IV.
DESAFÍOS RELACIONADOS CON LA SITUACIÓN INTERNA DE LOS ESTADOS Y LA NATURALEZA DE LAS VIOLACIONES DE DERECHOS HUMANOS


La dificultad común en muchos Estados de la región de garantizar el acceso rápido y eficiente a la justicia puede incrementar en forma permanente el número de demandas presentadas ante la CIDH. Este aspecto, si no es objeto de medidas preventivas promovidas por la Comisión, puede constituir una sobrecarga a la CIDH al punto de perjudicar el trámite eficaz de las denuncias que se le presentan.


Como no es del interés de los Estados, y tampoco de la sociedad civil, que se perjudique la actuación de la CIDH, es importante encontrar soluciones de colaboración entre los diferentes actores del SIDH. Para Brasil, esas soluciones consisten en el estímulo de una mayor complementariedad entre  las actividades de carácter cuasi-jurisdiccional y político de la CIDH, de modo que las violaciones recurrentes de derechos humanos en la región puedan ser tratadas analíticamente. 

En este sentido, Brasil sugiere que la Comisión identifique áreas prioritarias de actuación, y procure diferenciar cada caso con respecto a su relevancia y gravedad.

Además, la estructura federal de algunos Estados vuelve también más complejo el trabajo de atender a las recomendaciones de la CIDH, siempre que sea imprescindible la negociación entre los órganos del gobierno federal y los entes federados. En estos casos, le cabría a los Estados identificar las formas de cooperación con la Comisión Interamericana que le confieran al Gobierno federal una mayor capacidad de incidir sobre las violaciones que se realizan en los entes federados.

Además de los desafíos relacionados con la realidad de cada Estado, también hay desafíos con respecto a la propia complejidad de las violaciones de los derechos humanos, cuya superación exige, cada vez más, el cumplimiento de las obligaciones positivas por parte de diversos actores, en las diferentes esferas de gobierno.

En este contexto, también es imprescindible examinar las formas más eficaces de relación de la CIDH en colaboración con los Estados, ofreciendo, por ejemplo, cooperación técnica, o actuando como agente inductor de medidas para prevenir la repetición.

V.
OBJETIVOS

Frente a estos desafíos, Brasil identifica los siguientes objetivos finales de la CIDH, a mediano y largo plazo:

(i) ser capaz de actuar activamente en la promoción de los derechos humanos, o sea, darle mayor énfasis a las actividades relacionadas con la difusión de buenas prácticas, la implantación de medidas para prevenir la repetición y la cooperación con los Estados en la identificación de áreas prioritarias para actuar;

(ii) encontrar medios de financiamiento previsibles para el pleno y correcto cumplimiento de su mandato, y
(iii) ampliar el diálogo con los Estados para responder más adecuadamente a las demandas que señalen, de buena fe, el compromiso de estos Estados con el cumplimiento de las normas internacionales de derechos humanos.

GT Especial de Reflexión sobre el Funcionamiento de la CIDH

para el Fortalecimiento del SIDH

Tema: Medidas Cautelares

A la luz de la intervención de la delegación de Brasil formulada el 12 de septiembre pasado, se presentan a continuación las recomendaciones brasileñas relativas a la aplicación de medidas cautelares por parte de la CIDH, que no tratan el mérito del aspecto jurídico de tales medidas:

I.
APLICACIÓN DE LOS CRITERIOS DE OTORGAMIENTO

Si bien el Reglamento de la CIDH establece criterios definidos, se ha observado la ausencia de una fundamentación expresa del cumplimiento de esos criterios en la solicitud de las medidas cautelares por parte de la Comisión. Brasil considera que la solicitud de medidas cautelares por parte de la Comisión no solo se debe atener a los criterios establecidos por el Reglamento sino que debe ser claramente fundamentada en cada caso concreto. La mera afirmación de que cada situación se encuadra en los requisitos de gravedad, urgencia y prevención de daños irreparables dispuestos en el Reglamento, no es suficiente. La Comisión debería explicar, con fundamentos jurídicos y de hecho,  porqué una situación dada se encuadra en estos requisitos.

II.
PLAZO PARA EL ANÁLISIS DE LA CIDH Y RESPUESTA DEL ESTADO

El punto 5 del Artículo 25 del Reglamento de la CIDH dispone que: “Antes de solicitar medidas cautelares, la Comisión requerirá al Estado involucrado información relevante, a menos que la urgencia de la situación justifique el otorgamiento inmediato de las medidas”. Es plenamente justificable que en casos de urgencia y gravedad comprobadas y fundamentadas, la CIDH solicite medidas cautelares inmediatas, sin oír al Estado con respecto a la situación planteada. No obstante, esta debe ser la excepción y no la regla.

Brasil considera que, como marco operativo para solicitar medidas cautelares, la Comisión debe analizar los pedidos de medidas dentro de un plazo establecido en su Reglamento. Esto ocurre debido a situaciones de urgencia que son, por su propia naturaleza, aquellas que necesitan de un análisis y respuesta rápidos. Además, esa urgencia debe ser sopesada con la gravedad y la situación de daño irreparable necesarios cuando se soliciten las medidas cautelares.

En el caso de que ese plazo de análisis por parte de la CIDH transcurra sin que la Comisión se pronuncie sobre la solicitud de la medida cautelar, la situación de urgencia ya no estará configurada y por lo tanto ya no es aceptable solicitar las mencionadas medidas. El establecimiento de plazos impediría situaciones tales como la demora del análisis de las solicitudes y la falta de configuración de la urgencia de la solicitud requerida por el Reglamento. 

También sería importante que la Comisión informe inmediatamente al Estado contra el cual un peticionario ha solicitado medidas cautelares, lo cual en principio ofrecería las condiciones necesarias para su apreciación. A partir de ese momento, y sin perjuicio de la decisión que eventualmente adopte la CIDH, el Estado podrá estar en mejores condiciones para iniciar la elaboración de una respuesta al pedido planteado.
III.
PLAZO RAZONABLE PARA LA RESPUESTA DEL ESTADO

Brasil afirma que el Estado debe disponer de tiempo suficiente para preparar la información sobre los procedimientos de medidas cautelares que sean interpuestos ante la CIDH. A pesar de que la propia naturaleza de las medidas cautelares se refieran a circunstancias que requieren de una solución urgente, habrá que analizar, en cada caso, el objeto de la medida estipulada, y se debe establecer un plazo razonable para su cumplimiento. 

Esto depende de la diversidad y de la complejidad de las constantes obligaciones de las medidas cautelares, muchas veces potenciadas por la necesidad de instar a otras esferas del gobierno u otros entes federados de un Estado de gran extensión territorial y población y de una compleja organización administrativa. No le resulta beneficioso a la CIDH continuar concediendo plazos breves —algunas veces no prorrogables, sin que haya una fundamentación— a las respuestas de los Estados.

IV.
PROCESO DE LEVANTAMIENTO DE LAS MEDIDAS CAUTELARES

Brasil cree que se debe mejorar el proceso para el levantamiento de las medidas cautelares. La pérdida del objeto de las medidas cautelares, la pérdida de interés de los peticionarios, la imposibilidad accesoria del pedido y el cumplimiento integral de las medidas son eventos que fundamentan el levantamiento inmediato de las medidas solicitadas a un Estado. En el caso que ocurra algo de esto y se constate no habría sustentación para mantener las medidas, una vez que no exista una situación de gravedad, urgencia o de daño irreparable que haya fundamentado esta solicitud.
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